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Se parte de la necesidad de construir un orden de consensos y participación con 
eficiencia federal o confederal  a partir de la idea de un Mercosur político renovado y 
renovador y optimizador de las instituciones democráticas internas, particularmente 
actuando en el.caso del agua. 
 
El fundamento de esta construcción es la actividad de investigación realizada para el 
CONICET1 que me permitió primero hacer una pormenorizada búsqueda de la cuestión 
de las instituciones aptas para la realidad del proyecto MERCOSUR desde un 
fundamento federal, examinando en paralelo la institucionalidad y las nuevas 
viscicitudes y crisis de la institucionalidad europea2. El segundo elemento ha sido el 
relevamiento y la comprensión de la problemática de los recursos naturales y, dentro 
de ellos, el recurso agua. 
 
Aquí se relaciona al federalismo con la capacidad de crear consenso entre lo diverso 
y se lo ve como la mejor fórmula de referencia para construír o deconstruír a la región 
signada tanto por un déficit democrático cuanto con la peor distribución de la riqueza. 
¿Porqué? Por el peso de auto-legitimidad de cada miembro que no le impide ser 
también miembro indisoluble de la comunidad nacional que se organiza de modo 
federal. 
 
Lo concebimos como un modo de consolidar unidad y fortaleza para los países 
“sur”en el actual contexto internacional  ya que compartimos con Galbraith (1984) que 
“allá donde se ejercita el poder corporativo o el militar, la efectiva consolidación del 
poder contrarrestante, no la difusión y competencia entre muchas organizaciones 




El sistema Mercosur  en sí está en evolución y contiene a un grupo de países que se 
encuentran afectados por los siguientes problemas: “1) excesiva dependencia del 
mercado financiero internacional; 2) deficiente integración social interna; 3) asimetría 
de las estrategias nacionales; y 4) divergencias en la inserción internacional”4
4
. Por 
ahora lo más sólido que tiene es su carácter de reaseguro para sobrevivir en un 
contexto amenazante además de la innovadora cláusula democrática que lo sustenta 
desde sus inicios. 
                                                 
1 Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas, República Argentina. 
2 Ana Mirka Seitz, El MERCOSUR Político. Fundamentos Federales e Internacionales, Ed Juan Pablo 
Viscardo, Bs. As., 2003. 
3 Galbraith, John Kenneth, “La anatomía del Poder”, Ed.Plaza y Janés, Madrid, 1984págs. 248 y 249. 
4 Helio Jaguaribe, “Argentina y Brasil ante sus alternativas históricas” en “Argentina y Brasil en la  
globalización ¿Mercosur o ALCA?” de Ferrer, Aldo y Jaguaribe, Helio, Ed.FCE, Bs. As., 2001, p.  79. 
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Todo esto lo confrontamos con el recurso agua y con la idea de “orden ambiental”. 
A partir de ello nos resultó de sumo interés consultar un documento preparado para 
asesorar a la CEPAL con vistas al IV Foro Mundial del Agua (Ciudad de México, México, 
16 al 22 de marzo de 2006) y  que se fundamenta en una serie de documentos 
Ministeriales previos a nivel multilateral5. Desde ese núcleo documental  se plantea que 
es insoslayable “Poner fin a la explotación insostenible de los recursos hídricos 
formulando estrategias de ordenación de esos recursos en los planos regional, nacional 
y local, que promuevan un acceso equitativo y un abastecimiento adecuado”.   
 
Por otra parte,  los autores están muy familiarizados con “situaciones en las cuales 
los gestores del agua tratan de controlar situaciones de insustentabilidad o falta de 
inversión a través de mecanismos legales, cuando en los hechos los factores relevantes 
consisten en fuerzas económicas, contra las cuales las leyes son de ningún o de 
reducido valor”6.  Es esta aceptación de lo dilemático lo que resulta más innovador de 
este documento que, además, suma la multicausalidad como criterio ineludible si se 
quiere entender de qué se trata hoy la crisis del agua en nuestro continente que 
nosotros enfocaremos más especialmente en el MERCOSUR. Es aquí donde vemos la 
muy especial vinculación con nuestro concepto de “situación populista”7 concebida 
como aquélla en  la que las  soluciones institucionales democráticas o autocráticas 
establecidas quedan en  estado de insuficiencia respecto de sí mismas y fuerzan al 
reclamo por y a la toma efectiva de medidas que ponen dicha institucionalidad al límite 







Recursos Hídricos y gobernabilidad latinoamericana 
 
Tomamos, entonces de Solanes y Jouravlev, el concepto básico de la 
gobernabilidad del agua, que ellos definen como “El concepto de gobernabilidad 
aplicado al agua se refiere a la capacidad de la sociedad de movilizar energías en 
forma coherente para el desarrollo sustentable de los recursos hídricos. En dicha 
definición se incluye la capacidad de diseño de políticas públicas que sean socialmente 
aceptadas, orientadas al desarrollo sustentable de los recursos hídricos, y de hacer 
efectiva su implementación por los diferentes actores involucrados”9.  
 
Lo que nos aparece como altamente relevante es la referencia a la capacidad de 
diseño de políticas públicas que conlleva consigo la valoración del sistema de toma de 
                                                 
5 Entre ellas, se nombra al II Foro Mundial del Agua (La Haya, Holanda, 17/03/2000), Cumbre del 
Milenio de Naciones Unidas (6-7-8/08/2000), Conferencia Internacional sobre el Agua Dulce “El agua: 
Una de las Claves del Desarrollo Sostenible” (Bonn, Alemania, 3 al 7 de diciembre de 2001). 
6 Miguel Solanes y Andrei Jouravlev. “Integrando economía, legislación y administración en la gestión 
del agua y sus servicios en América Latina y el Caribe”. Naciones Unidas – CEPAL. Santiago de Chile, 
octubre del 2005. Pág 4. 
7 Seitz, Ana Mirka, “MERCOSUR, RRII y situaciones populistas”, Ponencia Jornadas de CP USAL  
  2006. 
8 Bobbio, Matteucci y Pasquino (1997). Ver Populismo y Populismo latinoamericano. Dentro de ello lo 
que más interesa son las visiones de Rouquié, A. y Laclau, E. Ver también Seitz (2003). 
9 Miguel Solanes y Andrei Jouravlev. “Integrando economía, legislación y administración en la gestión 
del agua y sus servicios en América Latina y el Caribe”. Naciones Unidas – CEPAL. Santiago de Chile, 
octubre del 2005. Pág 8. 
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decisiones y la operacionalización de la representación política. Así, el nivel de 
gobernabilidad se ve determinado directamente por variables dependientes como el 
grado de acuerdo social (implícito o explícito) respecto de la naturaleza de la 
relación entre el agua y la sociedad;  la existencia de consensos sobre las bases de 
las políticas públicas que expresan dicha relación; o la misma disponibilidad de 
sistemas de gestión que posibiliten efectivamente la implementación de dichas 
políticas.  Todo esto contenido y retroalimentado dentro de los sistemas 
constitucionales y de integración. 
 
Así, el término gobernabilidad está asociado a las restricciones y desarmonías de los 
países para incorporar los profundos y muchas veces cuestionados cambios 
institucionales que han caracterizado las últimas décadas. Es por ello que nos interesa 
ver los sistemas constitucionales y sus reales capacidades de reforma para acompañar 
los procesos de cambio. 
 
Encontramos, por ello, adecuado el uso del concepto de “situación populista” que 
permite entender la dilemática situación a la que nos estamos refiriendo y que afecta 
tanto la posibilidad del acuerdo político cuanto la solidez de la organización 
institucional desde nuestras realidades sociopolíticas y económicas. Dentro de ese 
universo es que nos resultan comprensibles tanto la solidez cuanto los vacíos y las 
contradicciones que se advierten en la cuestión del agua. 
 
Dado nuestro interés por lo institucional seleccionamos también de este informe, 
tres temas críticos: 
1) La naturaleza de los recursos hídricos, rol del Estado y asignación a los Mercados de 
Aguas10;  
2) La dependencia jerárquica del sector y la estructura institucional; 
3) Vinculación entre racionalidad económica e institucional y demanda social11.   
 
Finalmente, la CEPAL advierte que la gestión de los recursos hídricos está en el 
centro de la contradicción entre una aproximación a los problemas del agua desde el 
mundo social, caracterizado por su fragmentación en múltiples entidades y sistemas de 
actuación, y la realidad del mundo natural, caracterizado por la unidad intrínseca de los 
procesos hídricos. Por eso son frecuentes las ineficiencias en la gestión, pérdida de 
oportunidades para acceder a mejores soluciones y la generalización de los conflictos. 
Avanza así una pérdida de gobernabilidad del sector, tanto internamente cuanto a nivel 
regional. 
 
De este modo, se llega a hablar desde la integralidad multidimensional y concebir 
que la gobernabilidad efectiva del sector hídrico cada vez más estrechamente asociada 
a lo que se denomina “gestión integrada del agua”12. Lo que nosotros vemos es que 
esto se cruza con trabas estructurales dado que “América Latina es la región del 
mundo con la peor distribución del ingreso y la mayor concentración de la riqueza. Este 
                                                 
10 Op. Cit. Pág. 24 
11 Op. Cit. Pág. 31 
12 Plan de Acción de Mar del Plata, adoptado en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Agua 
(Mar del Plata, Argentina, 14 al 25 de marzo de 1977), la Declaración de Dublín sobre el Agua y el 
Desarrollo Sostenible, acordada en la Conferencia Internacional sobre el Agua y el Medio Ambiente “El 
Desarrollo en la Perspectiva del Siglo XXI” (Dublín, Irlanda, 26 al 31 de enero de 1992). 
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es un rasgo instalado desde el inicio de la conquista y la colonización y prevalece hasta 
nuestros días”13 que consolida la llamada “situación populista” ya mencionada. 
 
Esto nos genera  una urgente necesidad de mejora en la calidad del pacto político 
interno e intra-regional. Siendo esto así, en el Bloque II, comenzamos por evaluar la 
capacidad de cambio desde una dimensión acotada, la estructura institucional 




Constituciones, Recursos Naturales y Reforma14 
 
 
II. 1- MERCOSUR: Constituciones Nacionales, Provinciales y  Recursos 
Naturales 
 
No se quiere ignorar la institucionalidad regional ya organizada y, a la vez, en plena 
evolución sobre la cual ya se ha escrito, sino mirar el tema de esta construcción desde 
el interior de los actores organizados institucionalmente a los efectos de advertir la 
existencia o no de trabas u oportunidades existentes y aún no visualizadas en el 
debate general como parte fundamental de esta construcción y referirlas a los recursos 
naturales y al recurso agua cuando correspondiere. 
 
Asimismo, y ya directamente relacionado con lo anterior, hemos dado cuenta 
justamente de los diferentes grados de intromisión de dichas constituciones nacionales 
con las diferentes jurisdicciones provinciales o estaduales. Entre los resultados 
obtenidos hasta el momento, hemos focalizado en las denominadas “zonas grises” 
que surgen a partir de la vinculación de los dos órdenes jurídicos existentes.  
 
Sin embargo, aquí buscaremos profundizar este último concepto, centralizándonos 
precisamente en la “capacidad de iniciativa” proveniente de los órdenes estaduales, 
provinciales, y eventualmente, municipales particularmente en todas aquellas 
cuestiones relativas a la protección y explotación de los recursos naturales. Frente a 
ello, y como complemento a la búsqueda de una descripción detallada para cada caso 
particular, nos introduciremos en las posibilidades de reforma constitucional que 
se presentan para cada país, obviamente, dentro de las formalidades existentes.  
 
Con “capacidad de iniciativa”, nos referimos estrictamente a la posibilidad de 
desarrollo de regulaciones innovadoras dentro de los marcos constitucionales 
nacionales, capaz de dar como resultado progresos en el grado de institucionalidad 
regional. Más allá de que la variable considerada, pueda presentarse de manera más o 
menos completa, lo importante también será observar hasta que punto los diferentes 
casos a estudiar demuestran relación entre ellos, en el intento por buscar un 
acercamiento distante de la lógica estatal tradicional que en la actualidad rige al 
                                                 
13 Ferrer, Aldo, “De Cristóbal Colón a Internet: América Latina  y la globalización”, Ed.FCE., Bs.As.,  
    1999,  pág. 82. 
14 Para todo lo referente a las Constituciones hacemos mención de las fuentes solamente en esta nota al 









IDICSO –  Área  de RRII  de  Amér ica Lat ina                           Facultad de Ciencias Sociales  
Buenos Aires, 2008                                                                                               Universidad del Salvador 
 
proceso de integración sudamericano. Estamos en la búsqueda de sinergias intra, inter 




II. 1. 1 - Argentina 
 
La reforma constitucional de 1994 estableció los poderes o atribuciones de la Nación 
y las Provincias , a saber: 
 
(A) Poderes o Atribuciones Delegados exclusivamente al Gobierno Nacional. Son parte 
este grupo los artículos 31, 75, 99, 116, 126 y 127. 
(B) Poderes o Atribuciones reservados exclusivamente a las provincias. Es parte de 
este grupo el artículo 121. 
(C) Los denominados “poderes concurrentes”.  Son parte de este grupo los artículos 75 
y 125. 
 
El mencionado artículo 121, nos permite comprender de qué hablamos a la hora de 
determinar poderes reservados a las provincias (B), ya que el mismo, fija que todo 
poder no delegado por la Constitución Nacional al gobierno federal es conservado por 
las provincias. Sin embargo, nos interesa la noción de “poder concurrente” (C), 
expresada en el artículo 75, dado que corresponde al Congreso “Imponer 
contribuciones indirectas como facultad concurrente con las Provincias”. Aquí el límite 
de las atribuciones entre ambos hace pensar en las instancias de negociación entre 
Nación y Provincias.  
 
A su vez, y conjuntamente con el artículo anterior, el artículo 125 constituye  un 
elemento más de comprensión para el concepto de poder concurrente, a partir de que 
“Las provincias pueden celebrar tratados parciales para fines de administración de 
justicia, de intereses económicos y trabajos de utilidad común, con conocimiento del 
Congreso Federal; y promover su industria, la inmigración, la construcción de 
ferrocarriles y canales navegables, la colonización de tierras de propiedad provincial, la 
introducción y establecimiento de nuevas industrias, la importación de capitales 
extranjeros y la exploración de sus ríos, por leyes protectoras de estos fines, y con sus 
recursos propios. Las provincias y la ciudad de Buenos Aires pueden conservar 
organismos de seguridad social para los empleados públicos y los profesionales; y 
promover el progreso económico, el desarrollo humano, la generación de empleo, la 
educación, la ciencia, el conocimiento y la cultura”. Por lo tanto hay expresa referencia 
de atribuciones respecto de:  
- Celebración de tratados parciales con conocimiento del Congreso Nacional para fines: 
a) Administración de Justicia; b) Intereses Económicos; c) Trabajos de utilidad Común.  
- Promoción de: a) Industrias; b) Inmigración; c) Construcción de Ferrocarriles y 
canales navegables; d) Colonización de tierras de propiedad provincial; e) Introducción 
y establecimiento de nuevas Industrias; f) Importación de Capitales Extranjeros; g) 
Exploración de sus Ríos.  
- Promoción de: a) Progreso Económico; b) Desarrollo humano; c) Generación 
Empleos. 
 
Así, las provincias pueden celebrar tratados parciales y generar una amplia gama de 
compromisos jurídicos en temas diversos. Esto incluye en forma explícita al recurso 
agua que, si bien es legítimo el interés individual de cada entidad federal, es 
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contradictorio con el concepto de “recursos naturales compartidos” y “cuencas hídricas 
integradas” que son los pilares fundamentales e históricos de la visión argentina 
respecto de la Cuenca del Plata en lo que respecta a su política exterior. En este caso, 
el límite de las atribuciones resulta difuso dentro del espíritu de que “lo que no está 
prohibido está permitido” constituyéndose en un factor equívoco potencialmente en 
relación al cálculo del margen de maniobra nacional en el contexto de las relaciones 
internacionales del país. 
 
Tampoco se encuentran artículos que expresen claramente una voluntad nacional 
tendiente a altos grados de autonomía provincial, en lo que a toma de decisiones 
finales se refiere. Es por ello que las prohibiciones provenientes de la carta magna 
nacional demuestran en cierto punto las dualidades, limitaciones y, en definitiva, el 
carácter incompleto y eventualmente contradictorio de la legislación referida a la 
capacidad de iniciativa provincial.  
 
En cuanto a las constituciones provinciales en sí, observaremos una serie de 
cuestiones resultantes de una mirada generalizada de las mismas, como así también 
de una descripción precisa de cada una de ellas. De esta manera, cruzando las 
variables recursos naturales y constituciones provinciales, estaremos en condiciones de 
reforzar algunas de las conclusiones parciales que surgieron de la interpretación de la 
Constitución Nacional.  
 
En primer lugar, vemos la  existencia en todas las constituciones provinciales de 
artículos referentes al ejercicio exclusivo del dominio provincial sobre el ambiente y los 
recursos naturales de los territorios correspondientes a cada provincia. En segundo 
lugar, observamos que a pesar de la heterogeneidad de casos, cada uno de ellos 
habitualmente hace mención directa al tipo de recurso en cuestión, distinguiéndose 
entre energéticos, mineros y acuáticos. En tercer lugar, y ligado a ello, encontramos 
especificada la responsabilidad resultante del ejercicio del dominio público atribuida a 
cada provincia en cuanto a protección, resguardo, prevención y legislación.  
 
En cuanto a las Constituciones Provinciales, podemos observar que se registra la 
constante insistencia, en la mayoría de los casos, de políticas destinadas a la 
protección ambiental, dándose conjuntamente con la mención de ejercicios exclusivos 
sobre determinados recursos naturales con la idea de autonomía decisoria provincial. 
Esto ocurre gracias a la insistencia sobre dichas cuestiones, no sólo reflejada en 
artículos de la propia constitución nacional, sino también en diferentes artículos de 
cada una de las constituciones provinciales.  
 
A partir del siguiente cuadro, buscamos agrupar a las provincias según los grados 
de precisión con respecto a la legislación sobre recursos naturales. Vemos así que en 
más de un caso, no sólo se da la existencia de artículos constitucionales referidos a los 
recursos naturales de manera general (recursos naturales renovables y no renovables), 
sino que también se complementan éstos mismos con una disgregación en otros 
artículos relacionados con un grado de mayor precisión tendiente a las fuentes de 
energía naturales, como así también a los recursos hídricos y los recursos minerales.   
 
Así también, observamos que en cuatro de los casos observados (Córdoba, Jujuy, 
Tucumán y Santiago del Estero), las respectivas constituciones provinciales no 
contemplan el ejercicio del dominio exclusivo de los recursos naturales, 
concentrándose solamente en las obligaciones que se derivan de la propia protección 
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medioambiental y la preservación de los recursos naturales. En el caso de Santiago del 
Estero, se busca ir más allá de ello haciéndose mención a la promoción de la 
explotación y exploración de los yacimientos mineros y las aguas naturales.   
 
Cuadro 1 – Argentina - Constituciones y Recursos Naturales 
 
 Mención explícita  
al ejercicio del dominio 
exclusivo de los 
Recursos Naturales 
(Renovables 
y No Renovables). 
Mención 























x     
Catamarca   x x  
Cap. Fed.  x     
Chaco  x    
Córdoba     x 
Chubut x  x   
Formosa  x  x  
Jujuy     x 
La Pampa   x   
La Rioja  x x x  
Misiones  x    
Neuquén  x    
Río Negro x  x x  
Salta   x x  
San Juan   x   
San Luis  x    
Santa 
Cruz 
x x  x  
Santiago 
del Estero 
    x 
Tierra del 
Fuego 
x     
Tucumán     x 
 
Los casos de Mendoza, Corrientes y Entre Ríos se presentan como atípicos respecto 
de la anterior caracterización, dado que ninguno de ellos contempla en sus respectivas 





La complementariedad existente entre las disposiciones provenientes de los órdenes 
estaduales y las normas resultantes de la Constitución de la Unión, nos llevan a 
considerar de una forma más acabada, el grado de iniciativa de los estados federales y 
municipios a la hora de llevar a cabo políticas cooperativas con la región y reafirmar un 
proceso de integración, que en la actualidad demuestra un nivel institucional algo 
precario.  
 
Hay dos artículos centrales de la Constitución de la Unión, los cuales contribuyen d 
manera directa a la problemática en cuestión: 
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a) El artículo 23 expresaba entre otras cosas, la protección del medio ambiente y la 
exploración de recursos hídricos y minerales en territorio nacional, como parte de las 
competencias comunes de la Unión, de los estados, del Distrito Federal y de los 
municipios: “É competência comum da União, dos Estados, do Distrito Federal e dos 
Municípios: VI - proteger o meio ambiente e combater a poluição em qualquer de suas 
formas; XI - registrar, acompanhar e fiscalizar as concessões de direitos de pesquisa e 
exploração de recursos hídricos e minerais em seus territórios”.  
 
Si bien está claro que la lista de dichas competencias comunes se extendía a otras 
áreas que en la presente investigación no son consideradas, los puntos VI y XI resultan 
muy importantes dado que abren claramente el paso a un análisis más conciso y 
particular sobre cada Estado en cuestión, obviamente derivado de las descripciones 
estrictamente basadas en cada constitución estadual. El porque de la importancia de 
esta última afirmación, radica en la observación efectuada anteriormente acerca de la 
inexistencia de artículos constitucionales puntuales, tanto a nivel nacional como 
estadual, que induzcan a la comprensión y entendimiento del grado de autonomía 
existente a la hora de llevar a cabo políticas de cooperación que enriquezcan  la lógica 
que existe hoy entre los países miembros del MERCOSUR que tienden a desaprovechar 
el margen de maniobra generable en la dinámica político-social de los estados 
provinciales. 
 
b) El artículo 24 deja en claro que compete a la Unión, los Estados y el Distrito 
Federal legislar concurrentemente sobre la conservación de la naturaleza y el 
medio ambiente, la defensa del suelo y los recursos naturales, incluidos la flora, 
fauna y pesca.  
   
c) Y como complemento de ello, mediante el artículo siguiente, que las 
competencias no vedadas por la Constitución de la Unión, son reservadas directamente 
a los estados, quedando la exploración de eventuales recursos naturales en exclusiva 
responsabilidad de los diferentes estados:  
 
En cuanto a los Estados, desde lo que nos preocupa que son los recursos naturales, 
hay una falta de precisión de la constitución nacional con respecto a las competencias 
vinculadas a los diferentes estados, debemos reafirmar la idea de que en la mayoría de 
los estados estudiados, competen  privativamente a los estados aquellas cuestiones 
ajenas a la del medio ambiente y los recursos naturales, siendo a su vez las mismas 
(en sus diferentes áreas), condicionadas a la existencia (o no) de disposiciones 
establecidas en la Constitución Federal. Esto si bien nos aproximaba a la distinción 
entre poder reservado y poder delegado, también planteaba fuertes interrogantes 
acerca del esclarecimiento de potenciales situaciones proclives a las denominadas 
“zonas grises”. Así,  las primeras observaciones que podemos hacer son: 
 
1) En todas las constituciones se hace referencia a la conservación de la naturaleza, 
defensa del suelo y de los recursos naturales, control de la polución y protección del 
medio ambiente, como aquellas competencias en las cuales es condición necesaria la 
legislación concurrente entre la unión y el estado, o mismo, el distrito federal. En este 
sentido es importante destacar la persistencia de ciertos criterios unificados entre 
todos los estados, ya que las diferentes constituciones estaduales adoptan una 
precisión conceptual común con respecto a la categorización de las competencias 
relacionadas directamente a los recursos naturales.  





IDICSO –  Área  de RRII  de  Amér ica Lat ina                           Facultad de Ciencias Sociales  
Buenos Aires, 2008                                                                                               Universidad del Salvador 
 
 
2) Cabe mencionar al Distrito Federal de Brasilia, y a los Estados Federativos de Río de 
Janeiro y Bahía, como los casos en los cuales sus respectivas constituciones se 
inclinaban hacia una más completa y detallada mención de las competencias 
concurrentes del estado con la Unión. Esto no implica que los demás estados 
federativos no puedan hacer mención directa de ciertas cuestiones particulares sobre 
recursos naturales. 
  
De todos modos, con respecto al dominio exclusivo de ciertos recursos, y yendo 
directamente a la precisión de cada una de las constituciones estaduales brasileñas, 
observando generalidades de las mismas; podemos decir que se refuerza en gran 
medida la idea de supremacía de la Constitución de la República por sobre cualquier 
otro orden constitucional, otorgando una suerte de jerarquía que implícitamente 
demuestra los límites a la autonomía estadual en la toma de decisiones con respecto a 
los recursos naturales.  
 
Toda constitución federativa contiene entre sus artículos, uno referente a los bienes 
que incluye el estado, encontrándose entre ellos elementos que claramente están 
limitados y condicionados a la existencia de dominio público de la Unión. 
 
Entre los numerosos ejemplos existentes, podemos anunciar los casos de Amapá, 
Pernambuco o Río de Janeiro.  
 
3) Por último, hay constituciones federales, como las de Rondonia, Goias, Paraiba, y 
Acre,  en las cuales se establece como competencia propia de los estados, la firma y 
celebración de tratados, acuerdos y convenios con otros actores internacionales. Cabe 
recordar que esto opera como una innovación ya que no está aludido como 
prerrogativa en ningún artículo de la Constitución de la República, dado que la misma 
hace referencia solo al poder ejecutivo nacional como encargado de tales decisiones.  
 









como parte de 
los bienes que 


































Acre   x  x X 
Alagoas x  x  x  
Amapa x  x  x  
Amazonas     x  
Bahia x    x X 
Distrito 
Federal 
    x  
Espiritu 
Santo 
  x  x X 
Goias     x X 
Maranhao     x  
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    x  
Minas 
Gerais 
x x x x x  
Parana x x x  x  
Paraiba x  x x x x 
Pernambuco x  x  x x 
Piaui x  x  x x 
Rio de 
Janeiro 
x  x  x  




x  x  x x 
San Pablo x x x x x  
Sergipe     x  




II. 1. 3 - Venezuela 
 
Pasando al último caso federal de la región, observamos que el artículo 153 de la 
constitución nacional promueve y favorece la integración latinoamericana y caribeña, 
en aras de avanzar hacia la creación de una comunidad de naciones, defendiendo los 
intereses económicos, sociales, culturales, políticos y ambientales de la región. 
 
En cuanto a las constituciones estaduales venezolanas que se ha podido conseguir 
(anzoátegui, Apure, Bolívar y Zulia), destacamos ciertas diferencias sustanciales con 
respecto a las variables consideradas para analizar los estados brasileños y las 
provincias argentinas.   
 
En primer lugar, encontramos que en ninguno de los cuatro casos venezolanos, los 
recursos naturales se presentan de domino exclusivo estadual o como bienes propios 
de los estados con una cierta primordialidad.  
 
En el caso de Zulia, se hace referencia a la cuestión a partir del Artículo 11 de su 
constitución, sólo en “la obligación de proteger, defender y conservar los recursos 
naturales” por parte del estado y los ciudadanos. A su vez, también se remarca que “El 
uso y explotación de estos recursos quedarán sometidos a las normas que se dicten 
para asegurar el desarrollo sustentable de la región”. 
 
El caso de Apure, todavía es más llamativo y limitado, dado que existe una leve 
mención en el preámbulo constitucional, tan sólo impulsando el uso racional de los 
propios recursos naturales.  
 
En el caso de Bolívar, por un lado tenemos que decir que la cuestión de los recursos 
naturales se presenta como un entrecruzamiento de variables, dada la relación directa 
con la cuestión indígena. (Artículo 65: El aprovechamiento de los recursos naturales de 
los territorios y el hábitat indígenas por parte del Estado y los particulares, se hará sin 
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lesionar la integridad cultural, social y económica de los mismos). Por el otro lado, el 
estado también vela por la protección de los mismos en su artículo 74 y determina que 
los recursos naturales existentes en la jurisdicción del Estado Bolívar son patrimonio 
inalienable; estando su aprovechamiento y conservación al servicio de los intereses de 
sus habitantes y los de toda la Nación. Asimismo, se hace hincapié en el 
aprovechamiento racional de los mismos, todo ello de conformidad con la normativa 
contenida en la Constitución de la República, en esa Constitución y las leyes.  
 
Finalmente, la constitución de Anzoátegui, es la única con un capítulo 
exclusivamente destinado a los recursos naturales y el medio ambiente, más allá de 
que sólo como una disposición general relacionada directamente con dichos recursos 
se haga presente en el Artículo 216: “Es un deber y un derecho de los ciudadanos, 
proteger y mantener el medio ambiente, la diversidad biológica y genética, los 
procesos ecológicos, los parques y monumentos naturales, áreas bajo régimen de 
administración especial, y otras de importancia ecológica; así como el uso y 
aprovechamiento racional de los recursos naturales, en beneficio de las generaciones 
presentes y futuras”.  
 
En segundo lugar, vemos que sólo el Estado de Zulia, en la descripción de lo que 
comprende su territorio, enuncia lagos y ríos correspondientes al territorio en cuestión. 
Veíamos antes la importancia para las provincias argentinas y los estados brasileños, 
de establecer claramente un dominio exclusivo sobre éstos recursos por parte de los 
mismos, que no se da en los diferentes estados de Venezuela.  
 
En tercer término, consideramos las atribuciones propias de cada estado, para llevar 
a adelante la firma de acuerdos con diferentes actores internacionales. Aquí debemos 
decir que ninguno de los estados analizados presenta al interior de su constitución 
artículos referentes a la celebración de acuerdos / tratados parciales o generales que 
en consecuencia tiendan a generar una amplia gama de compromisos jurídicos en 
diferentes áreas temáticas. En todo caso, la Constitución de Apure (Artículo 153) se 
nos muestra como un instrumento jurídico interesado en las problemáticas fronterizas, 
pero sin que ello implique una clara capacidad de compromiso de cooperación 
internacional.  
 
Por último, y ya no como elemento diferenciador de los casos argentinos y 
brasileños, la mención explícita a proteger el medio ambiente se hace presente en 
cada una de las cuatro constituciones estaduales analizadas, conservándose un fuerte 
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Cuadro 3 – Venezuela – Constituciones y Recursos Naturales 
    
 Mención Explícita 
de Recursos 
Naturales como 
parte de los bienes 




los Ríos y 
Aguas.  
Mención 




Mención a la 
competencia propia 
de los estados para la 
firma y celebración 
de tratados.  
Anzoátegui   x  
Apure   x  
Bolívar   x  
Zulia  x x  
 
Con respecto al cuadro anterior, parece valioso destacar la presencia de artículos 
tendientes a dictaminar de forma clara y precisa cuales son las competencias 
exclusivas y cuales las concurrentes de los respectivos estados. De hecho, en el caso 
de Apure, el artículo 60 se encarga de definir cada una de estas categorías, incluyendo 
a su vez, una tercera denominada Competencia Residual. “Las Competencias del 
Estado son exclusivas, concurrentes y residuales. Son competencias exclusivas, 
aquéllas que la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela ha señalado de 
ejercicio exclusivo para los Estados como entidades políticas autónomas y las que les 
sean transferidas para su ejercicio exclusivo, cumplidos los requerimientos 
constitucionales y legales pertinentes. (…) Son competencias concurrentes, aquéllas 
establecidas en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela que puedan 
ser ejercidas en forma autónoma por cualquiera de los órganos del Poder Público 
Estadal o conjuntamente con otros órganos del Poder Público Nacional o Municipal. 
Son competencias residuales, todas aquellas que no correspondan, de conformidad con 
la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, a la competencia Nacional o 
Municipal y que sean susceptibles de prestación por parte del Estado y éste las declare 
como tales, mediante Ley que dicte para regular su gestión”.  
 
Dichas definiciones vale aclarar que son aplicables a los diferentes casos analizados, 
permitiendo llevar a cabo una comparación adecuada. De esta forma, observamos por 
ejemplo que en todos los casos existe un artículo referente al régimen y 
aprovechamiento de minerales no metálicos, no reservados al Poder Nacional, como 
competencia exclusiva del estado; o mismo, una clara referencia a la protección 
medioambiental como competencia concurrente de los diferentes estados.  
  
Sin embargo, partiendo de la idea de un incipiente sistema federal venezolano 
(dado que por ejemplo las elecciones directas de gobernador comienzan en los 
noventa), vemos que sólo se explicita la capacidad de La República (sin una separación 
al interior de la misma)  para suscribir tratados internacionales que conjuguen y 
coordinen esfuerzos para promover el desarrollo común y que garanticen el bienestar 
de los pueblos y la seguridad colectiva de los habitantes. Así, las normas que se 
adopten en el marco de los acuerdos de integración serán consideradas parte 
integrante del ordenamiento legal vigente y de aplicación directa y preferente a la 
legislación interna en todos los órdenes.  
 
Esto es significativo y surge de la propia historia reciente de Venezuela, 
marcadamente unitaria hasta 1998 y fuertemente presidencialista hasta hoy. Guarda 
así correlación con las capacidades reservadas para los gobiernos centrales en los 
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II. 1. 4 - Uruguay, Paraguay, Chile y Bolivia 
 
Más allá de la referencia explícita al deseo de ver consolidada la integración 
latinoamericana y por ende,  la celebración de tratados estructurales vinculados a la 
misma, casos similares al venezolano lo constituyen los países manifiestamente 
unitarios. Los mismos encuentran en sus ordenamientos jurídicos internos existentes, 
ausencia de  capacidad de iniciativa para desarrollar una mayor integración regional 
por parte de los diferentes departamentos y municipios que comprenden, en definitiva, 
al estado.  Cabe mencionar que el proyecto de la nueva Constitución de Bolivia que, a 
la fecha de esta presentación aún no está refrendado, ofrece nuevas perspectivas y 
nuevas complejidades respecto de las cuestiones señaladas. 
 
 
II. 2 - Disposiciones generales respecto de los Recursos Naturales en 
forma comparada 
 
Nos interesa aquí evaluar las diferencias existentes entre las disposiciones 
provenientes de las diferentes constituciones de los casos analizados, con respecto a la 
propiedad de los recursos naturales, y los derechos económicos consecuentes.  
 
Por un lado, vemos como en los casos de Argentina y Uruguay, ninguna de las 
dos constituciones contiene en su interior artículos con mención directa a dicha 
propiedad; como así tampoco existe especificación alguna con respecto al ejercicio del 
dominio de los recursos naturales.  
 
Por el lado del Brasil, vemos que mediante su artículo 20, se establecen claramente 
los bienes de la Unión, como así también mediante el artículo 21, las competencias de 
la unión con respecto a dichos bienes:  
 
Art. 20. São bens da União: 
II - as terras devolutas indispensáveis à defesa das fronteiras, das fortificações e 
construções militares, das vias federais de comunicação e à preservação 
ambiental, definidas em lei; III - os lagos, rios e quaisquer correntes de água em 
terrenos de seu domínio, ou que banhem mais de um Estado, sirvam de limites 
com outros países, ou se estendam a território estrangeiro ou dele provenham, 
bem como os terrenos marginais e as praias fluviais; VIII - os potenciais de 
energia hidráulica; 
 
Art. 21. (*) Compete à União: 
XII - explorar, diretamente ou mediante autorização, concessão ou permissão: 
b) os serviços e instalações de energia elétrica e o aproveitamento energético 
dos cursos de água, em articulação com os Estados onde se situam os potenciais 
hidroenergéticos. 
  
Por otro lado, le compete a la unión legislar privativamente sobre: 
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“(..) II - desapropriação; IV - águas, energia, informática, telecomunicações e 
radiodifusão; VIII - comércio exterior e interestadual; XII - jazidas, minas, outros 
recursos minerais e metalurgia;XXVII - normas gerais de licitação e contratação, 
em todas as modalidades, para a administração pública, direta e indireta, 
incluídas as fundações instituídas e mantidas pelo poder público, nas diversas 
esferas de governo, e empresas sob seu controle” (Artículo 22).  
 
En cuanto a Chile, su Constitución hace referencia directa a un sector determinado 
de la economía, que en la actualdiad resulta el más importante en términos de 
ingresos. El Artículo 24 claramente establece que:  
 
“Nadie puede, en caso alguno, ser privado de su propiedad, del bien sobre que 
recae o de alguno de los atributos o facultades esenciales del dominio, sino en 
virtud de ley general o especial que autorice la expropiación por causa de utilidad 
pública o de interés nacional, calificada por el legislador”.  
 
Sin embargo, lo que resulta importante en este artículo es la segunda disposición 
referida al dominio total de los recursos mineros por parte del estado, dado que se 
estipula que:  
 
“El Estado tiene el dominio absoluto, exclusivo, inalienable e imprescriptible de 
todas las minas, comprendiéndose en éstas las covaderas, las arenas metalíferas, 
los salares, los depósitos de carbón e hidrocarburos y las demás sustancias 
fósiles, con excepción de las arcillas superficiales, no obstante la propiedad de las 
personas naturales o jurídicas sobre los terrenos en cuyas entrañas estuvieren 
situadas. Los predios superficiales estarán sujetos a las obligaciones y 
limitaciones que la ley señale para facilitar la exploración, la explotación y el 
beneficio de dichas minas”.  
 
En cuanto a Venezuela, el Artículo 12 de la constitución establece que:  
 
“Los yacimientos mineros y de hidrocarburos, cualquiera que sea su naturaleza, 
existentes en el territorio nacional, bajo el lecho del mar territorial, en la zona 
económica exclusiva y en la plataforma continental, pertenecen a la República, 
son bienes del dominio público y, por tanto, inalienables e imprescriptibles. Las 
costas marinas son bienes del dominio público”.  
 
Por el lado de Paraguay, su Artículo 112 deja en claro el dominio de ciertos 
recursos naturales por parte del estado, dado que:  
 
“Corresponde al Estado el dominio de los hidrocarburos, minerales sólidos, 
líquidos y gaseosos que se encuentre en estado natural en el territorio de la 
República, con excepción de las sustancias pétreas, terrosas y calcáreas. El 
Estado podrá otorgar concesiones a personas o empresas públicas o privadas, 
mixtas, nacionales o extranjeras, para la prospección, la exploración, la 
investigación, el cateo o la explotación de yacimientos, por tiempo limitado. La 
ley regulará el régimen económico que contemple los intereses del Estado, los de 
los concesionarios y los de los propietarios que pudieran resultar afectados”.  
 
Finalmente, Bolivia, más allá de lo que decida su actual Convención Constituyente, 
se presenta como uno de los casos más completos, en materia de disposiciones 
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constitucionales, con respecto a la propiedad de los recursos naturales por parte del 
mismo estado. Por un lado el Artículo 25 estipula que:  
 
“Dentro de 50 kilómetros de las fronteras, los extranjeros no pueden adquirir ni 
poseer, por ningún título, suelo ni subsuelo, directa o indirectamente, 
individualmente o en sociedad, bajo pena de perder, en beneficio del Estado, la 
propiedad adquirida, excepto el caso de necesidad nacional declarada por ley 
expresa.”  
 
Complementándose con ciertas disposiciones tendientes al desarrollo económico 
derivado de la explotación de los recursos naturales en cuestión:  
 
Artículo 133.- El régimen económico propenderá al fortalecimiento de la 
independencia nacional y al desarrollo del país mediante la defensa y el 
aprovechamiento de los recursos naturales y humanos en resguardo de la 
seguridad del Estado y en procura del bienestar del pueblo boliviano. 
 
Artículo 135.- Todas las empresas establecidas para explotaciones, 
aprovechamiento o negocios en el país se considerarán nacionales y estarán 
sometidas a la soberanía, a las leyes y a las autoridades de la República.  
 
A su vez, se nos presenta el Artículo 136 como crucial en esta cuestión, dado que 
logra precisar aún más las atribuciones del estado con respecto al dominio de los 
recursos en general:  
 
“Son de dominio originario del Estado, además de los bienes a los que la ley les 
da esa calidad, el suelo y el subsuelo con todas sus riquezas naturales, las aguas 
lacustre, fluviales y medicinales, así como los elementos y fuerzas físicas 
susceptibles de aprovechamiento. II. La ley establecerá las condiciones de este 
dominio, así como las de su concesión y adjudicación a los particulares”.  
 
Por último, y dada la importancia de los hidrocarburos para la economía del país, 
encontramos un artículo particular para el tratamiento de su dominio:  
 
Artículo 139.- Los yacimientos de hidrocarburos, cualquiera que sea el estado en 
que se encuentren o la forma en que se presenten, son del dominio directo, 
inalienable e imprescriptible del Estado. Ninguna concesión o contrato podrá 
conferir la propiedad de los yacimientos de hidrocarburos. La exploración, 
explotación, comercialización y transporte de los hidrocarburos y sus derivados, 
corresponden al Estado. Este derecho lo ejercerá mediante entidades 
autárquicas, o a través de concesiones y contratos por tiempo limitado, a 
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Cuadro 4 – Comparación interconstitucional: dominio sobre los 
recursos naturales energéticos, hídricos , mineros y /o en general 
 
 
 Existencia de artículos 
constitucionales referidos 
al ejercicio del dominio de 
Recursos Naturales.  
Mención 








a los recursos 
mineros 
Argentina no no no no 
Brasil sí. - Arts. 20/ 21/ 22 sí sí sí 
Chile sí en parte. Limita el 
ejercicio del dominio 
exclusivo al sector minero.-
Art. 24 
no no sí 
Venezuela sí. – Art. 12 sí no si 
Uruguay no no no no 
Paraguay sí. – Art. 112 sí no sí 
Bolivia sí – Arts. 135/ 136/ 139 sí sí no 
 
 
II. 3 - Mecanismos de reforma constitucional 
 
Partiendo de los textos Constitucionales, vemos al respecto un panorama muy 
variado en la región desde el punto de vista de una construcción integracionista. Así 
enfrentamos una serie de cuestiones relativas a la reforma y a lo que hemos llamado 
en la parte inicial de este trabajo “capacidad de iniciativa” que contienen 
disposiciones bastante dispares entre los miembros del MERCOSUR.  
 
A continuación buscaremos dar cuenta de ello, partiendo precisamente del análisis 
de dichas cuestiones. Entre ellas, encontramos por ejemplo la posibilidad de reforma 
total o parcial; los sujetos autorizados a llevar a cabo la propuesta de reforma; 
procedimiento o pasos a seguir de cara a la reforma; y posibilidad, incluso, de 
enmienda constitucional. Además, es menester dejar en claro que no todas las 
constituciones abordan de igual manera esta cuestión. Algunas contienen artículos e 
incisos que conllevan la idea de mayor precisión, mientras que otras abordan el tema 
de manera más superficial, presentando puntos grises de difícil entendimiento.  
 
Por el lado de Argentina, sólo el artículo 30 hace mención a la posibilidad de 
reforma. La misma puede efectuarse para la totalidad o parcialidad de la Constitución 
Nacional, pero con la condición de que él único órgano facultado para presentar la 
necesidad de reforma sea el Congreso Nacional. Éste último necesitará del voto de dos 
terceras partes, al menos, de sus miembros; pero no se efectuará sino por una 
Convención convocada al efecto.  
 
Brasil, por su parte, también presenta sólo un artículo dentro de su constitución 
nacional destinado a la posibilidad de reforma. Así, mediante el artículo 60, se 
establece que la reforma puede ser llevada a cabo por iniciativa de 1/3 como mínimo 
de los miembros de la Cámara de Diputados o del Senado Federal, del propio 
Presidente de la República, o por más de la mitad de las “Asambleas Legislativas de las 
unidades de la Federación” manifestándose cada una de ellas por la mayoría relativa 
de sus miembros. Esta es una particularidad federalista brasileña por la que queda 
contemplado el componente federal de cara a un procedimiento clave a la hora de 
reforzar el régimen democrático mismo. Un dato llamativo y a la vez innovador, si se 
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compara este capítulo de la constitución brasileña con el resto de los países en 
cuestión, es que la reforma está condicionada a situaciones particulares del país en lo 
que a vida democrática se refiere. Es decir, que la reforma no podrá ser llevada a cabo 
mientras tenga vigencia la intervención federal, el estado de defensa o el estado de 
sitio.  
 
Con respecto al procedimiento, la propuesta será discutida y votada en cada 
Cámara del Congreso Nacional, en dos turnos, considerándose aprobada en caso de 
obtener en ambas, 3/5 de los votos de sus respectivos miembros. A su vez, la reforma 
será promulgada por las Mesas de la Cámara de Diputados y del Senado Federal.  
 
Finalmente, y como punto adicional del carácter innovador, encontramos una serie 
de cuestiones que quedan imposibilitadas de cualquier tipo de reforma. Entre ellas se 
enumera la forma federativa de Estado; el voto directo, secreto, universal y periódico; 
la separación de Poderes; y los derechos y garantías individuales.  
 
En el caso de Chile, y según lo estipulado en el artículo 127 de la Constitución 
nacional, los proyectos de reforma de la Constitución podrán ser iniciados por mensaje 
del Presidente de la República o por moción de cualquiera de los miembros del 
Congreso Nacional (sujeto a las limitaciones señaladas en el artículo 65). El proyecto 
de reforma necesitará para ser aprobado en cada Cámara el voto conforme de las 3/5 
partes de los diputados y senadores en ejercicio. Sin embargo, aquí es donde la 
particularidad del caso chileno se hace presente, ya que dicha cantidad de votos está 
sujeta a determinadas temáticas propias de la constitución. Así, si la reforma recayere 
sobre los capítulos I, III, VIII, XI, XII o XV, necesitará, en cada Cámara, la aprobación 
de las dos terceras partes de los diputados y senadores.  
 
Además, serán aplicables a la tramitación de los proyectos de reforma constitucional 
las normas sobre formación de la ley, debiendo respetarse siempre los quórum 
señalados anteriormente. El proyecto que aprueben ambas Cámaras pasará al 
Presidente de la República. Si el Presidente de la República rechazare totalmente un 
proyecto  de reforma aprobado por ambas Cámaras y éstas insistieren en su totalidad 
por las dos terceras partes de los miembros en ejercicio de cada Cámara, el Presidente 
deberá promulgar dicho proyecto, a menos que consulte a la ciudadanía mediante 
plebiscito. Este dato no menor, añade un nuevo elemento novedoso, que se presentará 
también en el caso venezolano, y es el de la utilización de herramientas democráticas  
de consulta popular.  
 
El plebiscito está destinado a lograr una suerte equilibrio entre el poder legislativo y 
el poder ejecutivo,  siendo el responsable frente a un virtual desempate de cara a 
cuestiones que se vean obstruidas por la reticencia de cualquiera de los dos poderes. 
De esta forma, a lo anteriormente citado, debemos agregar que en caso de que las 
Cámaras no aprueben todas o algunas de las observaciones del Presidente, no habrá 
reforma constitucional sobre los puntos en discrepancia, a menos que ambas Cámaras 
insistieren por los dos tercios de sus miembros en ejercicio en la parte del proyecto 
aprobado por ellas. En este último caso, se devolverá al Presidente la parte del 
proyecto que haya sido objeto de insistencia para su promulgación, salvo que éste 
consulte a la ciudadanía para que se pronuncie mediante un plebiscito, respecto de las 
cuestiones en desacuerdo (Artículo 128).  
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Finalmente debemos aclarar que todas aquellas cuestiones de forma relativas al 
plebiscito, se encuentran desarrolladas en el artículo 129 de la constitución chilena, 
existiendo de hecho, un Tribunal Calificador que comunicará al Presidente de la 
República el resultado del mismo, y especificará el texto del proyecto aprobado por la 
ciudadanía, el que deberá ser promulgado como reforma constitucional dentro de los 
cinco días siguientes a dicha comunicación.  
 
Por el lado de Venezuela, tenemos como dato llamativo la diferenciación entre 
reforma constitucional y enmienda constitucional. Por el lado de la primera, el artículo 
340 establece que la enmienda tiene por objeto la adición o modificación de uno o 
varios artículos de la Constitución, sin alterar su estructura fundamental. Y en el 
artículo 341 se describe el procedimiento para presentarla y las condiciones para su 
aprobación. La iniciativa podrá partir del quince por ciento de los ciudadanos inscritos y 
ciudadanas inscritas en el Registro Civil y Electoral; o de un treinta por ciento de los 
integrantes de la Asamblea Nacional o del Presidente o Presidenta de la República en 
Consejo de Ministros. Cuando la iniciativa parta de la Asamblea Nacional, la enmienda 
requerirá la aprobación de ésta por la mayoría de sus integrantes y se discutirá, según 
el procedimiento establecido en esta Constitución para la formación de leyes. Es digno 
de destacar que se incorpora como actor a la ciudadanía, ya que la misma se 
encuentra, bajo las formalidades anteriormente enunciadas, capacitada para llevar a 
cabo tanto un pedido de enmienda como de reforma constitucional.  
 
Frente a esto último, el artículo 342, no sólo estipula que la Reforma l tiene por 
objeto una revisión parcial de la Constitución y la sustitución de una o varias de sus 
normas que no modifiquen la estructura y principios fundamentales del texto 
Constitucional; sino que también aclara que la iniciativa de Reforma podrá tomarla la 
Asamblea Nacional mediante acuerdo aprobado por el voto de la mayoría de sus 
integrantes, el Presidente o Presidenta de la República en Consejo de Ministros; o un 
número no menor del quince por ciento de los electores inscritos y electoras inscritas 
en el Registro Civil y Electoral que lo soliciten.  
 
El artículo 343 presenta las formalidades relativas al trámite de la iniciativa de 
Reforma Constitucional por parte de la Asamblea Nacional, y conjuntamente con el 
artículo 347 terminan por describir las competencias de la Asamblea Nacional 
Constituyente de cara al mecanismo de reforma. Por otro lado, son interesantes los 
artículos 344 y 345, ya que los mismos establecen que el proyecto de Reforma 
Constitucional aprobado por la Asamblea Nacional se someterá a referendo dentro de 
los treinta días siguientes a su sanción; y que se declarará aprobada la Reforma 
Constitucional si el número de votos afirmativos es superior al número de votos 
negativos, respectivamente. Éstas dos cuestiones tienen su propio peso a partir de la 
existencia, por un lado del componente democrático denominado referéndum, y por el 
otro lado, la existencia de una mayoría simple a la hora de aprobarse la reforma. 
 
El caso de Uruguay presenta también la llamativa existencia de solamente un 
artículo referido a la reforma constitucional. A diferencia del caso argentino, se 
describe de manera completa y acabada el procedimiento. Así, el artículo 331 
determina que la Constitución podrá ser reformada, total o parcialmente, por iniciativa 
del diez por ciento de los ciudadanos inscriptos en el Registro Cívico Nacional, 
presentando un proyecto articulado que se elevará al Presidente de la Asamblea 
General, debiendo ser sometido a la decisión popular, en la elección más inmediata; o 
por proyectos de reforma que reúnan dos quintos del total de componentes de la 
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Asamblea General, presentados al Presidente de la misma, los que serán sometidos al 
plebiscito en la primera elección que se realice. Aquí es importante destacar que para 
que el plebiscito sea afirmativo en los dos casos anteriormente descritos, se requiere el 
voto por el "SI" de la mayoría absoluta de los ciudadanos que concurran a los 
comicios, la que debe representar por lo menos, el treinta y cinco por ciento del total 
de inscriptos en el Registro Cívico Nacional.  
 
A su vez, los Senadores, los Representantes y el Poder Ejecutivo también podrán 
presentar  proyectos de reforma que deberán ser aprobados por mayoría absoluta del 
total de los componentes de la Asamblea General. Aprobada la iniciativa y promulgada 
por el Presidente de la Asamblea General, el Poder Ejecutivo convocará, dentro de los 
noventa días siguientes, a elecciones de una Convención Nacional Constituyente que 
deliberará y resolverá sobre las iniciativas aprobadas para la reforma, así como sobre 
las demás que puedan presentarse ante la Convención. Las resoluciones de la 
Convención deberán tomarse por mayoría absoluta del número total de 
convencionales, debiendo terminar sus tareas dentro del año, contado desde la fecha 
de su instalación.  
 
Por otro lado, La Constitución podrá ser reformada, también, por leyes 
constitucionales que requerirán, para su sanción, los dos tercios del total de 
componentes de cada una de las Cámaras dentro de una misma Legislatura. Las leyes 
constitucionales no podrán ser vetadas por el Poder Ejecutivo y entrarán en vigencia 
luego que el electorado convocado especialmente en la fecha que la misma ley 
determine, expresa su conformidad por mayoría absoluta de los votos emitidos y serán 
promulgadas por el Presidente de la Asamblea General.  
 
El caso de Paraguay, también presenta la distinción entre reforma y enmienda 
constitucional, pero agrega elementos novedosos no observables en otras 
constituciones, como lo son los limites temporales a la posibilidad de reforma y 
enmienda, un número concreto de electores capacitados para llevarlas a cabo, o la 
misma posibilidad de enmiendas derogatorias.  
 
Así vemos como mediante el artículo 289, la reforma de la Constitución sólo 
procederá luego de diez años de su promulgación, y podrán solicitarla el veinticinco por 
ciento de los legisladores de cualquiera de las Cámaras del Congreso, el Presidente de 
la República o treinta mil electores, en petición firmada. La declaración de la necesidad 
de la reforma sólo será aprobada por mayoría absoluta de dos tercios de los miembros 
de cada Cámara del Congreso. Una vez decidida la necesidad de la reforma, el Tribunal 
Superior de Justicia Electoral llamará a elecciones dentro del plazo de ciento ochenta 
días, en comicios generales que no coincidan con ningún otro.  
 
El número de miembros de la Convención Nacional Constituyente no podrá exceder 
del total de los integrantes del Congreso. Sus condiciones de elegibilidad, así como la 
determinación de sus incompatibilidades, serán fijadas por ley.  
 
Por su parte, el artículo 290, destinado a tratar el tema de la enmienda determina 
que transcurridos tres años de promulgada la Constitución, podrán realizarse 
enmiendas a iniciativa de la cuarta parte de los legisladores de cualquiera de las 
Cámaras del Congreso, del Presidente de la República o de treinta mil electores, en 
petición firmada. 
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El texto íntegro de la enmienda deberá ser aprobado por mayoría absoluta en la 
Cámara de origen. Aprobado el mismo, se requerirá igual tratamiento en la Cámara 
revisora. Si en cualquiera de las Cámaras no se reuniese la mayoría requerida para su 
aprobación, se tendrá por rechazada la enmienda, no pudiendo volver a presentarla 
dentro del término de un año. Frente a la posibilidad de enmienda derogatoria, no 
podrá promoverse otra sobre el mismo tema antes de tres años. No se utilizará el 
procedimiento indicado de la enmienda, sino el de la reforma, para aquellas 
disposiciones que afecten el modo de elección, la composición, la duración de 
mandatos a los atribuciones de cualquiera de los poderes del Estado, o las 
disposiciones de los Capítulos I, II, III y IV del Título II, de la Parte I.  
 
Finalmente, el artículo 291 establece que la Convención Nacional Constituyente es 
independiente de los poderes constituídos. Se limitará, durante el tiempo que duren 
sus deliberaciones, a sus labores de reforma, con exclusión de cualquier otra tarea. No 
se arrogará las atribuciones de los poderes del Estado, no podrá sustituir a quienes se 
hallen en ejercicio de ellos, ni acortar o ampliar su mandato. 
 
Por último, Bolivia se nos presenta como un caso también llamativo, dada la 
preponderancia del poder legislativo por sobre el ejecutivo. A diferencia de los países 
anteriores, aquí no se permite la iniciación de cualquier tipo de propuesta de reforma 
por parte del presidente de la Nación. De hecho, las limitaciones impuestas al poder 
ejecutivo son notorias desde el momento de la existencia de incisos como el número 3 
del artículo 230 de la Constitución Nacional. Dicho artículo presenta en primer lugar, 
que la Constitución puede ser parcialmente reformada, previa declaración de la 
necesidad de la reforma, la que se determinará con precisión en una ley ordinaria 
aprobada por dos tercios de los miembros presentes en cada una de las Cámaras. 
Segundo, que dicha ley puede ser iniciada en cualquiera de las Cámaras, en la forma 
establecida por esta Constitución. Y en tercer término, que la ley declaratoria de la 
reforma será enviada al Ejecutivo para su promulgación, sin que éste pueda vetarla.  
 
Por otro lado, el artículo 231 estipula que en las primeras sesiones de la legislatura 
de un nuevo período constitucional se considerará el asunto por la Cámara que 
proyectó la reforma y, si ésta fuere aprobada por dos tercios de votos, se pasará a la 
otra para su revisión, la que también requerirá dos tercios.  
 
A su vez, el artículo 232, vuelve a enfatizar la idea de debilidad de la investidura 
presidencial, ya que ambas Cámaras deliberarán y votarán la reforma ajustándola a las 
disposiciones que determine la ley de declaratoria de aquélla; y la reforma sancionada 
pasará al Ejecutivo para su promulgación, sin que el Presidente de la República pueda 
observarla. Finalmente el artículo 234 nos dice que es facultad del Congreso dictar 
leyes interpretativas de la Constitución, las cuales requerirán de dos tercios de votos 
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Sujetos autorizados para llevar a cabo 
la Reforma o Enmienda (según el caso) 
Procedimiento 
a seguir para 








El único órgano facultado para presentar 
la necesidad de reforma es el Congreso 
Nacional 
Especificado 
en parte.  
no 
Brasil Posibilidad de 
Reforma, sin 
especificación 
acerca de la 
totalidad o 
parcialidad. 
La reforma puede ser llevada a cabo por 
iniciativa de 1/3 como mínimo de los 
miembros de la Cámara de Diputados o 
del Senado Federal, del propio presidente 
de la república, o por más de la mitad de 
las “Asambleas Legislativas de las 
unidades de la Federación” 
manifestándose cada una de ella por la 
mayoría relativa de sus miembros 
Especificado. no 
Chile Posibilidad de 
Reforma, sin 
especificación 
acerca de la 
totalidad o 
parcialidad. 
Los proyectos de reforma de la 
Constitución podrán ser iniciados por 
mensaje del Presidente de la República o 
por moción de cualquiera de los 











La iniciativa de enmienda podrá partir 
del quince por ciento de los ciudadanos 
inscritos y ciudadanas inscritas en el 
Registro Civil y Electoral; o de un treinta 
por ciento de los integrantes de la 
Asamblea Nacional o del Presidente o 
Presidenta de la República en Consejo de 
Ministros. La iniciativa de Reforma 
podrá tomarla la Asamblea Nac. 
mediante acuerdo aprobado por el voto 
de la mayoría de sus integrantes, el 
Presidente o Presidenta en Consejo de 
Mtros; o un número no menor del quince 
por ciento de los electores inscritos y 
electoras inscritas en el Registro Civil y 











como parcial.  
Por iniciativa del diez por ciento de los 
ciudadanos inscriptos en el Registro 
Cívico Nacional, o por proyectos de 
reforma que reúnan dos quintos del total 
de componentes de la Asamblea General. 
A su vez, los Senadores, los 
Representantes y el Poder Ejecutivo 
también podrán presentar  proyectos de 
reforma 
Especificado.  no 
Paraguay Posibilidad de 
Reforma, sin 
especificación 
acerca de la 
totalidad o 
parcialidad.  
La reforma de la Constitución sólo 
procederá luego de diez años de su 
promulgación, y podrán solicitarla el 
veinticinco por ciento de los legisladores 
de cualquiera de las Cámaras del 
Congreso, el Presidente de la República o 
Especificado.  sí 





IDICSO –  Área  de RRII  de  Amér ica Lat ina                           Facultad de Ciencias Sociales  
Buenos Aires, 2008                                                                                               Universidad del Salvador 
 




parcial de la 
Constitución. 
No se permite la iniciación de cualquier 
tipo de propuesta de reforma por parte 
del presidente de la Nación. La iniciativa 
surge del Congreso.  
Especificado.  no 
 
 
III - Conclusiones 
 
Decíamos al principio del trabajo que partíamos de “la necesidad de construir un 
orden de consensos y participación con eficiencia federal o confederal   a partir de la 
idea de un Mercosur político renovado y renovador y optimizador de las instituciones 
democráticas internas, particularmente actuando en el.caso del agua”. Es un objetivo 
en varios niveles que estima indispensable dinamizar a las unidades políticas internas a 
los Estados latinoamericanos para construír  más sólida y dinámicamente los procesos 
de integración. No se apunta a redes transnacionales sino al compromiso en términos 
de pacto desde la representación política en y entre los Estados Provinciales y los 
estados Nacionales. No nos interesa solo hablar de lo sub-nacional sino construír 
también lo internacional regional. Para todo esto tomamos un lugar, los recursos 
naturales y el agua y un ángulo, las Constituciones Nacionales y Estaduales. 
 
Con este trabajo aportamos a la comprensión y entendimiento del grado de 
autonomía existente a la hora de llevar a cabo políticas de cooperación que 
enriquezcan  la lógica que existe hoy entre los países miembros del MERCOSUR que 
tienden a desaprovechar el margen de maniobra generable en la dinámica político-
social de los estados provinciales. Así nos resultó claro que: 
 
1. Hablar de la gobernabilidad del agua nos resulta imposible si no lo vinculamos con 
el factor inevitable en la región al que llamamos “situación populista”. Al mismo tiempo 
la sola mención de la “gestión integrada del agua” nos enfrenta con un dilema entre 
las trabas estructurales, las tensiones sociales que generan discontinuidad, 
contradicción e interferencias en la gestión que resultan incompatibles con la realidad 
del recurso agua que requiere comprensión y gestión integral y no segmentada. En 
suma, una situación populista no comprendida ni encauzada es dilemática y 
disfuncional con las necesidades de integralidad de los recursos naturales, 
particularmente el agua. 
 
2. Explorar el factor constitucional como un primer nivel estimulado por las demandas 
de la situación populista y los recursos naturales nos hace particularmente estratégico 
observar allí las capacidades de iniciativa, reforma y canalización de sinergias desde la 
representación política estadual y nacional. 
 
3. En los países federales (Argentina, Brasil y Venezuela) hay reiteradas 
especificaciones respecto de las capacidades y poderes que tiene el Estado Nacional y 
las que “retienen” las provincias y los estados. Tanto en las relaciones internacionales y 
la firma de tratados internacionales cuanto en la reforma constitucional nacional el rol 
está cubierto exclusivamente por el Estado Nacional y sus Poderes de distintas formas. 
Los Recursos Naturales, su dominio, protección y manejo generan zonas grises entre 
ambos niveles y aún existen capacidades provinciales de firma de Tratados Parciales, 
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como en el caso argentino. Aparte de ello están los Estados unitarios que preservan 
más las atribuciones de dominación, control y compromiso central: Chile, Paraguay, 
Uruguay y Bolivia (este último caso, hasta el 2009). 
 
4. Argentina, desde sus Constituciones Provinciales, presenta (ver cuadro 1) una 
serie de matices en cuanto a los recursos naturales que van desde la mención explícita 
del dominio exclusivo como máximo (6 casos), pasan por la mención explícita de algún 
recurso en particular (energía, 7 casos; aguas y ríos, 7 casos y minerales, 6 casos) 
hasta un criterio más laxo de protección y preservación (4 casos). En ese universo , Río 
Negro y Santa Cruz están al tope ya que expresan explícitamente tres de esos cinco 
criterios. En el otro extremo, Mendoza, Corrientes y Entre Ríos carecen de toda 
mención al respecto. 
 
5. Brasil, (ver cuadro 2) tiene habitualmente límites y condicionamientos a la cuestión 
del dominio público respecto de los Estados. Hay excepciones innovadoras como los 
casos de Rondonia, Goias, Paraiba y Acre en las cuales existe la posibilidad innovadora 
de la celebración de Tratados Internacionales sin que esto esté contemplado en la 
Constitución Nacional. Los matices que hemos encontrado para establecer una 
casuística de las constituciones estaduales van desde la mención explícita de los RN 
como bienes incluidos (12 casos); la mención explícita de fuentes de energía (ningún 
caso); mención de ríos y aguas (6 casos); mención minerales (10 casos); mención 
genérica de protección y preservación (6 casos) y mención de la posibilidad de 
celebración de Tratados (12 casos). Los Estados de Minas Gerais y San Pablo cubren 
todo el espectro de posibilidades mencionadas. 
 
6. Venezuela, es el federalismo más reciente y más tenue (ver cuadro 3). Las 
Constituciones que se han podido revisar son las de Anzoátegui, Apure, Bolívar y Zulia. 
Lo que figura taxativamente en todas es el compromiso de la protección del 
medioambiente. Sólo el Estado Zulia menciona en forma explícita la cuestión de los ríos 
y aguas y en ningún caso se habla de bienes propios o dominio exclusivo en general ni 
de la energía ni los minerales en particular. Sí se establecen competencias exclusivas 
en aquéllos bienes no referidos en la Constitución Nacional y hay también 
competencias concurrentes y de colaboración en otros casos. Tampoco se menciona 
capacidad alguna para la firma de ningún nivel de Tratados. 
 
7. Uruguay, Paraguay, Chile y Bolivia (sólo hasta 2009) son países de perfil 
unitario respecto de lo que hemos llamado “capacidad de iniciativa” para la 
construcción de la integración. 
 
8. Respecto del Dominio nacional de los RN (ver cuadro 4) La comparación 
interconstitucional de nivel nacional realizada nos permite visualizar que: 8. 1. Hay 
diferencias dentro del grupo respecto del tema de la prevalencia precedente de lo 
acordado internacionalmente y refrendado por el Congreso respecto de la ley interna. 
Con este criterio que, si no es asumido por el grupo funciona como una vulnerabilidad, 
tenemos los casos de Argentina y Paraguay. 8. 2. Respecto de la cuestión del dominio 
de los RN, 5 casos mencionan explícitamente esa capacidad general; 4 casos hacen 
mención expresa a los recursos energéticos; 2 casos hacen mención expresa a los 
recursos hídricos y 4 casos hacen mención expresa a los recursos mineros. 8. 3. El 
único país que hace mención de todo es Brasil y los dos únicos países que no hacen 
mención a nada son Argentina y Uruguay. Aparte están Venezuela, Paraguay y Bolivia 
que hacen mención de tres de las cuatro posibilidades. 8. 4. Podemos concluir en este 
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acápite que los países con menos resguardos son Argentina y Uruguay y el RN con 
menos protección y resguardo nacional es el agua. 
 
9. Respecto de las posibilidades de Reforma Constitucional (ver cuadro 5), ésta 
existe en todos los países pero tanto en Venezuela como en Bolivia sólo pueden ser 
parciales y las posibilidades de enmienda se dan sólo en Venezuela y en Paraguay. En 
cuanto al plebiscito relacionado con el tema, sólo se menciona en Chile y en 
Venezuela. Respecto de la especificación de Órganos y procedimientos se detallan en 
todos los casos, involucrando siempre por lo menos al Congreso Nacional. En el caso 
argentino el procedimiento está parcialmente especificado y en el caso brasileño existe 
la posibilidad de acción de las Asambleas Legislativas de las unidades de la Federación. 
 
10. Como balance podemos ver que 10. 1. Nuestros países participan de 
conferencias globales y firman compromisos que su propia estructura institucional no 
habrá de facilitar. 10. 2. El agua es el recurso menos coordinado 
interinstitucionalmente y menos protegido. 10. 3. La “situación populista” nos genera y 
nos generará oportunidades de cambio que, a través de estos temas vitales para la 
sobrevivencia, pueden ser una ocasión de trabar y poner en crisis o de dinamizar y 
recrear a Provincias, Estados y Sistemas de Integración. 10. 4. La discusión no será 
fácil y el síntoma estratégico probablemente habrá que detectarlo en la disposición o 
no al cambio del Brasil y su propia estructura social que se ha garantizado a sí misma 
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BREVE HISTORIA DEL IDICSO 
Los orígenes del IDICSO se remontan a 1970, cuando se crea el “Proyecto de Estudio sobre 
la Ciencia Latinoamericana (ECLA)” que, por una Resolución Rectoral (21/May/1973), 
adquiere rango de Instituto en 1973. Desde ese entonces y hasta 1981, se desarrolla una 
ininterrumpida labor de investigación, capacitación y asistencia técnica en la que se 
destacan: estudios acerca de la relación entre el sistema científico-tecnológico y el sector 
productivo, estudios acerca de la productividad de las organizaciones científicas y 
evaluación de proyectos, estudios sobre política y planificación científico tecnológica y 
estudios sobre innovación y cambio tecnológico en empresas. Las actividades de
investigación en esta etapa se  reflejan en la nómina de publicaciones de la “Serie ECLA” 
(SECLA). Este instituto pasa a depender orgánica y funcionalmente de la Facultad de 
Ciencias Sociales a partir del 19 de Noviembre de 1981, cambiando su denominación por la 
de Instituto de Investigación en Ciencias Sociales (IDICSO) el 28 de Junio de 1982.  
Los fundamentos de la creación del IDICSO se encuentran en la necesidad de: 
 Desarrollar la investigación pura y aplicada en Ciencias Sociales.  
 Contribuir a través de la investigación científica al conocimiento y solución de los 
problemas de la sociedad contemporánea.  
 Favorecer la labor interdisciplinaria en el campo de las Ciencias Sociales.  
 Vincular efectivamente la actividad docente con la de investigación en el ámbito de 
la facultad, promoviendo la formación como investigadores, tanto de docentes 
como de alumnos.  
 Realizar actividades de investigación aplicada y de asistencia técnica que permitan 
establecer lazos con la comunidad.  
A partir de 1983 y hasta 1987 se desarrollan actividades de investigación y extensión en 
relación con la temática de la integración latinoamericana como consecuencia de la 
incorporación al IDICSO del Instituto de Hispanoamérica perteneciente a la Universidad del 
Salvador. Asimismo, en este período el IDICSO desarrolló una intensa labor en la docencia 
de post-grado, particularmente en los Doctorados en Ciencia Política y en Relaciones 
Internacionales que se dictan en la Facultad de Ciencias Sociales. Desde 1989 y hasta el 
año 2001, se suman investigaciones en otras áreas de la Sociología y la Ciencia Política que 
se reflejan en las series “Papeles” (SPI) e “Investigaciones” (SII) del IDICSO. Asimismo, se 
llevan a cabo actividades de asesoramiento y consultoría con organismos públicos y
privados. Sumándose a partir del año 2003 la “Serie Documentos de Trabajo” (SDTI). 
La investigación constituye un componente indispensable de la actividad universitaria. En la 
presente etapa, el IDICSO se propone no sólo continuar con las líneas de investigación 
existentes sino también incorporar otras con el propósito de dar cuenta de la diversidad 
disciplinaria, teórica y metodológica de la Facultad de Ciencias Sociales. En este sentido, las 
áreas de investigación del IDICSO constituyen ámbitos de articulación de la docencia y la 
investigación así como de realización de tesis de grado y post-grado. En su carácter de 
Instituto de Investigación de la Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad del 
Salvador, el IDICSO atiende asimismo demandas institucionales de organismos públicos, 
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